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Referencia:  Contrato de Obra N° 348 de 2020 – Construcción para la Adecuación 
al Sistema Transmilenio de la Avenida 68 – Grupo 4. 
Contrato de Interventoría N° 602 de 2020. 
 

Asunto:  Traslado de la carta E-IDU-0348-0267-25. 
 
Concepto integral de la Interventoría frente a la solicitud presentada 
por el Contratista relacionada con la modificación del Contrato de Obra 
específicamente el pago de las garantías que deben constituirse según 
lo indican los permisos otorgados por la ANI tramitados para las obras 
de redes húmedas y secas en el cruce con el corredor férreo calle 22. 

 
Respetados Señores: 
 
En cumplimiento de los compromisos de vigilancia y control adquiridos por el Consorcio Intertroncal 
68 en virtud del Contrato de Interventoría N° 602 de 2020 en relación con el Contrato de Obra N° 
348 de 2020 que comprende la Construcción para la Adecuación al Sistema Transmilenio de la 
Avenida 68 – Grupo 4, esta Interventoría se permite emitir concepto sobre la solicitud presentada 
por el Contratista mediante la comunicación E-IDU-0348-0267-25, relacionada con el pago de las 
garantías que deben constituirse según lo indican los permisos otorgados por la ANI tramitados para 
las obras de redes húmedas y secas en el cruce con el corredor férreo calle 22. Con el propósito de 
darle una estructura lógica y ordenada a los diversos aspectos que sirven de sustento al presente 
documento, se seguirá el derrotero temático que se indica a continuación: 
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DESARROLLO 
 
 

1 CONTEXTUALIZACIÓN 

 

Para efectos de darle un contexto fáctico adecuado a la solicitud del Contratista efectuada mediante 
la comunicación E-IDU-0348-0267-25, importa tener presente –aunque de manera muy sucinta y 
esquemática– los principales hechos que han ocurrido en desarrollo y/o con ocasión de la 
solicitud de modificación contractual, los cuales pueden resumirse de la siguiente manera: 
 

i. El IDU, mediante el oficio STEST 202434601247251, manifestó que teniendo en cuenta que no 
se ha logrado la inhabilitación del paso férreo existente en la calle 22 con Av.68, pese a las 
gestiones realizadas desde el año 2020 y las alertas generadas por este Contratista, así las 
cosas el IDU tomó la “decisión de regularizar el paso férreo debido a que no se evidencia en el 
corto ni el mediano plazo la intervención de dichas entidades”, es decir que la vía férrea se 
mantendrá en uso por lo menos en el corto y mediano plazo. 

ii. Por lo anterior, el Contratista procedió a tramitar los respectivos permisos de ocupación temporal 
de la infraestructura concesionada ante la ANI quien ostenta actualmente la administración del 
corredor férreo, para poder realizar el traslado de las redes de servicios públicos previstas en el 
marco de la ejecución del Contrato de Obra IDU-0348-2020, así: 

o Permiso para las redes secas: Solicitado a la ANI mediante el número de radicado 
20244091555912 del 11/12/2024, expediente 20243040280500050E. La ANI otorgó al 
IDU el permiso de uso, ocupación e intervención de la infraestructura férrea mediante la 
Resolución No. 20253040003735 del 20 de marzo de 2025. 

o Permiso para las redes húmedas: Solicitado a la ANI mediante el número de radicado 
20244091555802 del 11/12/2024, expediente 20243040280500049E. La ANI otorgó al 
IDU el permiso de uso, ocupación e intervención de la infraestructura férrea mediante la 
Resolución No. 20253040003745 del 20 de marzo de 2025. 

 
En ambas resoluciones (i.e. 20253040003735 y 20253040003745) la entidad otorgante del 
permiso establece las coberturas y amparos de las garantías que deben ser constituidas como 
requisito para el inicio de las actividades de construcción de las redes húmedas y secas.  
 

iii. Considerando que la decisión del IDU, manifestada mediante la carta STEST 202434601247251, 
derivó en el trámite ente la ANI para la obtención de permisos, el01.abr.2025 el Contratista 
remitió la comunicación E-IDU-0348-0267-25, mediante la cual solicita la modificación 
Contractual que permita remunerar el valor equivalente de las pólizas exigidas en las 
Resoluciones del ANI 20253040003735 y 20253040003745, mediante las cuales se otorga el 
permiso de intervención temporal para el traslado de redes. 
 

2 CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

Previo a dejar expuesto los análisis y la posición de la Interventoría frente a la solicitud de 
modificación del Contratista es importante tener en consideración dos cuestiones de protuberante 
importancia. La primera, relacionada con el rol de la Interventoría. La segunda, en línea con el 
primer aspecto y trascendental para efectos de tomar una decisión en relación con la modificación 
del Contrato que considere la Entidad procedente conforme a los resultados del estudio de 
oportunidad y conveniencia. Ambos temas serán analizados en los siguientes subnumerales 
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2.1 Rol de la Interventoría y “Principio de Relatividad” de los Contratos  
 
El CONSORCIO INTERTRONCAL 68 no es parte del Contrato de Obra N° 348 de 2020 (las partes 
son el IDU y el Contratista). Como consecuencia de ello, esta Interventoría no puede modificar el 
Contrato de Obra de la referencia, como tampoco puede darle un nuevo alcance a las cláusulas 
contractuales. 
En efecto, la función del CONSORCIO INTERTRONCAL 68 se debe circunscribir única y 
exclusivamente a la vigilancia y control del Contrato de Obra1. No le es dable modificar, ni 
adicionar las estipulaciones contractuales, ni nada que se le parezca2.   
 
En razón de lo expuesto, se puede concluir que, en virtud del principio de relatividad de los 
contratos, sólo el IDU y el Contratista se encuentran facultados para darle un nuevo alcance a las 
obligaciones contractuales y modificar su contenido3.  

 
1
 Para ahondar sobre las funciones y responsabilidad de esta Interventoría, es preciso señalar que el artículo 83 de la 

Ley 1474 de 2011, establece una definición del Contrato de Interventoría, así como sus principales funciones. ”La 
Interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona natural o 
jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento 
especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante lo anterior, 
cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento 
administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la Interventoría”. 

2
 Sobre este particular, el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: “En primer lugar, está claro que un interventor 

no tiene la posibilidad de modificar las obligaciones de un contrato, porque su obligación dentro de él se 
reduce a inspeccionar el cumplimiento de las obligaciones técnicas pactadas inicialmente; y en segundo lugar, 
porque el contrato sólo puede adicionarse mediante la suscripción de otrosí, donde las partes iniciales 
acuerdan el nuevo alcance de las obligaciones; lo que no sucedió en el caso concreto” (Consejo de Estado. 
Sección Tercera. M.P. Enrique Gil Botero. No. Radicado: 18082. Sentencia del 19 de octubre de 2011) 

(…) Es un principio general, previsto en el artículo 1602 del Código Civil, que el contrato puede ser modificado por el 
común acuerdo de las partes, facultad que en materia de contratación estatal está prevista en el artículo 16 de la Ley 
80 de 1993, conforme al cual se atribuye a la entidad pública contratante la potestad excepcional de modificación 
unilateral, “si previamente las partes no llegan al acuerdo respectivo”. 

 La ley de contratación estatal preceptúa que, en los contratos (…) celebrados como resultado de un proceso de licitación, 
la Interventoría debe ser contratada “con una persona independiente de la entidad contratante y del contratista, quien 
responderá por los hechos y omisiones que le fueren imputables” –se destaca–, en materia civil, fiscal, penal y 
disciplinaria, por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de Interventoría y por los hechos u omisiones 
que causen perjuicios –arts. 32 y 53–. 

Exigencia legal de independencia que, en los contratos estatales (…), de suyo excluye la figura de la 
representación de cualquiera de las partes, al igual que la delegación para modificar el contrato, pues 
contraría el artículo 53 de la Ley 80 de 1993 que la persona del interventor actúe en un contrato estatal 
además como parte con facultades para modificar la relación contractual”. Consejo de Estado. Sección Tercera. 
M.P. Stella Conto Díaz del Castillo. No. Radicado: 21.491. Sentencia del 14 de octubre de 2011 

3
 En este punto conviene traer a colación lo establecido en el laudo arbitral proferido el pasado 8 mayo de 2018 para 

resolver la controversia suscitada entre KMA CONSTRUCCIONES S.A y CICON S.A.S. contra FIDUCIARIA BOGOTÁ 
S.A. , en el cual, sobre el principio de relatividad de los contratos, estableció: “Podría argumentarse que la obligación 
del Municipio consagrada en el Convenio Interadministrativo 063 (numerales 3 y 5 de la cláusula 4ª), se hace igualmente 
extensiva al contratista ya que por consiguiente, éste también sería responsable por esa omisión. Pero el Consorcio 
era ajeno a ese acuerdo de voluntades tripartito y no estaba obligado a conocer su contenido, razón por la 
cual no le puede ser oponible, habida cuenta del principio de relatividad de los contratos”. (Negrilla fuera 
de texto)  

En ese mismo orden de ideas, la Corte Suprema de Justicia en sentencia el 8 de agosto de 2016, indicó: “En términos 
del artículo 1602 del Código Civil todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes –res inter alios 
acta aliis neque nocere neque prodesse potest–. 

De este postulado legal, la jurisprudencia y la doctrina han deducido el principio de la relatividad de los contratos, 
conforme al cual, la declaración de voluntad está llamada a surtir eficacia jurídica, por regla general, únicamente entre 
quienes, al otorgar su voluntad, perfilaron el consentimiento formador del respectivo negocio jurídico. Al determinar el 
ordenamiento que el convenio, ajustado con arreglo a los cauces legales, tiene el alcance de ley, tan cardinal efecto no 
lo dejó abierto, de tal manera que se extendiera ilimitadamente a todos los sujetos de derecho, como si de la ley expedida 
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Con todo, esta Interventoría procederá a realizar el análisis para honrar su rol de colaborador de la 
administración.  
 
2.2 Frente a los Estudios de Conveniencia 
 
Por estudios de conveniencia se entienden todos aquellos análisis encaminados a determinar la 
adecuación y/o utilidad de una determinada solución que busca, a su vez, satisfacer una necesidad 
previamente identificada por la Entidad Contratante. 
 
Dichos estudios se encuentran inmersos dentro del deber de planeación que irradia la contratación 
estatal, según lo evidencia la sentencia del Consejo de Estado proferida el 19 de junio de 2008: 
  

“En tal virtud, el deber de planeación, en tanto manifestación del principio de 
economía, tiene por finalidad asegurar que todo proyecto esté precedido de 
los estudios de orden técnico, financiero y jurídico requeridos para determinar 
su viabilidad económica y técnica y así poder establecer la conveniencia o 
no del objeto por contratar; si resulta o no necesario celebrar el respectivo 
negocio jurídico y su adecuación a los planes de inversión, de adquisición o 
compras, presupuesto y ley de apropiaciones, según el caso; y de ser 
necesario, deberá estar acompañado, además, de los diseños, planos y 
evaluaciones de prefactibilidad o factibilidad; qué modalidades contractuales 
pueden utilizarse y cuál de ellas resulta ser la más aconsejable; las 
características que deba reunir el bien o servicio objeto de licitación; así como 
los costos y recursos que su celebración y ejecución demanden.”4 (Negrilla y 
subrayas fuera del texto original)   

 
No está de más recordar que el deber de planeación no se agota en la etapa precontractual, sino 
que el mismo se aplica durante la ejecución del contrato, y de manera especial cuando el mismo 
debe ser modificado.  
 
En efecto, la aplicación del principio general de planeación, ampliamente desarrollado por la 
jurisprudencia de lo Contencioso Administrativo, implica que resulta “indispensable la elaboración 
previa de estudios y análisis suficientemente serios y completos que permitan y a la vez aseguren 
con una alta probabilidad que el objeto contratado se podrá ejecutar en el término previsto y 
acordado y según las condiciones óptimas requeridas.”5 
 
En ese orden de ideas, previo a la modificación del Contrato se debe contar con los estudios y 
análisis suficientemente serios y completos, pues de lo contrario se estaría vulnerando el referido 
principio de planeación. Fíjese entonces que el llamado a determinar la necesidad a satisfacer con 

 
por la competente autoridad del Estado se tratara, sino que la circunscribió al solo ámbito de quienes con su querer 
concurrieron a formar el consentimiento, que, al tiempo, posibilitó la formación del respectivo acuerdo. 

Es decir, relativizó los efectos jurídicos del pacto a la sola esfera patrimonial de las partes, dejando por fuera 
de sus consecuencias a todos aquellos que no lo fueran. En este orden, por virtud del citado principio y en términos 
del precepto, el convenio puede generar derechos y obligaciones, pero apenas en la escena de los propios 
convencionistas. Tal posibilidad se halla por entero cerrada, por regla general, para quienes de cara a un determinado 
acto bilateral no tienen esa condición. Con base en un específico contrato podrán adquirir derechos y contraer obligaciones 
solo quienes con su consentimiento asistieron a la formación del mismo; nadie más” Corte Suprema de Justicia. Sentencia 
del 8 de agosto de 2016. Rad No. 08001-31-03-013-2011-00213-01. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona. 

4 Consejo de Estado. Sentencia del 19 de junio de 2008. Rad No. 19001-23-31-000-2005-00005-01(AP). C.P. 

Ruth Stella Correa Palacio. 
5 Subrayas por fuera del texto original. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección 

Tercera. Subsección A. C.P.: Hernán Andrade Rincón. 29 de abril de 2015. Rad. No. 25000- 23-26-000-1995-
01431-01(21081). 
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la suscripción del contrato estatal, así como la conveniencia del mismo –incluidas sus 
modificaciones– es la Entidad Estatal, por la sencilla pero potísima razón de que, conforme a su acto 
de creación, ese es el objeto y función misma de ésta, sin que sea procedente su delegación. 
 
3 VERIFICACIÓN DE LA JUSTIFICACIÓN TÉCNICA 
 
Desde la regulación contractual, específicamente en el Apéndice A - Especificaciones Particulares 
de Construcción del Contrato, se detalla en el numeral 4.2.2.1 que el proyecto Regiotram de 
occidente, deshabilitaría la línea férrea en el cruce con la Av68, hecho que no ocurrió al momento 
de iniciar las intervenciones incluidas en el alcance del contrato IDU-0348-2020, así:  
 

“4.2.2.1.4 Regiotram de Occidente 
 
Referente al proyecto Regiotram, en mesas de trabajo adelantadas en las instalaciones de la 
ANI, Empresa Férrea Regional S.A.S, el proyecto pasa a desnivel, por encima de la Troncal de 
la Avenida del Congreso Eucarístico, sin generar conflicto con el corredor.” 

 
De acuerdo con los diseños realizados por la consultoría del proyecto, la intervención en la 
intersección de la Av. 68 con calle 22 se planificó bajo la premisa de que el cruce férreo actual sería 
eliminado, ya que en su lugar se construiría un paso elevado del Sistema Regiotram, lo que resultaría 
en la deshabilitación del cruce existente. 
 
Así las cosas, las franjas de espacio publico oriental y occidental no estarán disponibles para la 
construcción de andenes y ciclorruta mientras exista la vía férrea, por lo tanto, el traslado de las 
redes de servicio público deberá ejecutarse con tecnología sin zanja, previo permiso de intervención 
temporal otorgado por la ANI. Como consecuencia de ello, el trámite ante la ANI requiere la 
constitución de pólizas que deberán ser remuneradas al Contratista.   
  
De tal manera que, sobre este particular, se considera que la modificación propuesta por el 
Contratista no es ilegal ni va en contravía de disposiciones contractuales, en tanto se entiende como 
un hecho sobreviniente e imprevisible. 
 
4 VERIFICACIÓN DE LA JUSTIFICACIÓN ECONÓMICA 

 
Tras el análisis financiero realizado por esta Interventoría, en la propuesta presentada por el 
Contratista para modificar las secciones 12 y 14.11 del Contrato de Obra, se evidencia que la 
pretensión del Contratista es remunerar mediante la figura de reembolso el equivalente al valor de 
la constitución de las pólizas exigidas por la ANI, y que dicho monto sea pagado con los recursos 
disponibles en el Fondo de Compensaciones. Ante esta pretensión esta Interventoría considera 
procedente el uso de los recursos del Fondo de Compensaciones debido a que es la única figura 
contractual que tiene como propósito cubrir los riesgos asumidos por el IDU. Dicho esto, el 
Interventor procedió a verificar la suficiencia de recursos disponibles para el reembolso del valor de 
las pólizas, así: 
 
Se precisa que para la inclusión de este rembolso no se requiere la adición de dineros, los cuales 
pueden ser cubiertos con los recursos disponibles en el Fondo de Compensaciones, debido a que 
la estimación de los costos de las garantías, es por el valor de $6.968.096 (Iva incluido), para lo cual 
se presenta el Balance correspondiente. 
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RESUMEN BALANCE DE COMPENSACIONES 

Descripción Valor con AIU Valor acumulado con AIU 

Modificatorio 4  $ 819.568.047   $ 819.568.047  

Modificatorio 5  $ 924.062.298   $ 1.743.630.345  

Modificatorio 6  $3.485.373.415   $ 5.229.003.760  

Modificatorio 7  $1.653.474.873   $ 6.882.478.633  

Modificatorio 9  $1.036.434.156   $ 7.918.912.789  

Modificatorio 11  $1.396.006.698   $ 9.314.919.487  

Modificatorio 12  $ 571.098.608   $ 9.886.018.095  

Modificatorio 14  $ 495.892.871   $ 10.381.910.966  

Modificatorio 15  $ 217.090.235   $ 10.599.001.201  

Modificatorio 16  $1.971.490.721   $ 12.570.491.922  

Modificatorio 17  $-   $ 12.570.491.922  

Modificatorio 18  $6.143.706.023   $ 18.714.197.945  

Modificatorio 19  $ 403.844.964   $ 19.118.042.909  

Modificatorio 20  $1.021.600.855   $ 20.139.643.764  

Modificatorio 21  $ 329.798.865   $ 20.469.442.629  

Modificatorio 22  $ 146.879.957   $ 20.616.322.586  

Modificatorio 23  $ 167.081.425   $ 20.783.404.011  

Modificatorio 24  $-   $ 20.783.404.011  

Modificatorio 25  $ 22.587.654   $ 20.805.991.665  

TOTAL  $ 20.805.991.665       
RESUMEN FONDO DE COMPENSACIONES 

Valor total fondo de compensaciones Actualizado (A)  $ 63.494.293.146  

Incorporación de los estudios de detalle de las intervenciones en el cruce con el corredor férreo 
en la av.68 con calle 22 

 $ 32.945.150  

Nps en modificatorios (hasta el modificatorio 25) (Incluye AIU)  $ 20.805.991.665  

Sub total NPs (B)  $ 20.838.936.815  

Ajuste de precios facturados (con corte a la RPO 49 – feb.2025)  $ 30.695.976.994  

Valor Z (por fluctuación del valor del acero) facturado (con corte a la RPO 49 – feb.2025)  $ 409.668.717  

Apéndice bioseguridad facturado (con corte a la RPO 49 – feb.2025)  $ 261.567.229  

Sub total Ajustes + Z + Apéndice ( C )  $ 31.367.212.940  

Saldo del fondo de compensaciones (D)=A-B-C  $ 11.288.143.391  

 
Por lo anterior, desde la perspectiva financiera, esta interventoría no encuentra objeción alguna para 
el trámite de la modificación propuesta por el Contratista, la cual no requiere de adición de recursos 
al Contrato. 
 
5 VERIFICACIÓN DE LA JUSTIFICACIÓN LEGAL 
 
En cuanto al análisis desde el punto de vista legal conviene analizar las condiciones 
jurisprudenciales y legales para que proceda la modificación de un contrato estatal. Veamos:  
 

- La modificación debe justificarse en razones autorizadas por la ley y debidamente 
probadas y fundamentadas. 

 
A juicio de esta Interventoría la modificación de la solicitud presentada del Contratista se 
encuentra probada y fundamentada. 
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- La modificación no puede perder de vista el objeto del contrato de obra6. O lo que es 

lo mismo: la modificación contractual no puede cambiar el objeto7.  
 
En el caso concreto, la solicitud de modificación presentada por el Contratista no representa 
ninguna alteración al objeto y por el contrario busca promover el desarrollo del mismo 
reconociendo al Contratista el valor de la obra ejecutada acorde con las secuencias 
constructivas ajustadas para mitigar la mayor sectorización de frentes de trabajo, sin 
modificar el valor de los hitos ni el valor de las Obras de Construcción estipulados en el 
Contrato. 
 
Al respecto es importante indicar que la forma de pago corresponde a un elemento 
accidental8 del contrato estatal, razón por la cual es susceptible de ser modificado por 
acuerdo entre las Partes pues tal modificación “no implica que la denominación del contrato 
inicial desaparezca, toda vez que su objeto y condiciones esenciales permanecen”9.   
 

- Debe buscar la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la 
efectividad de los derechos e intereses de los administrados. 
 
A juicio de la Interventoría, la propuesta del Contratista bajo ninguna perspectiva representa 
un menoscabo en los derechos de la comunidad y por el contrato busca promover la 
ejecución del Proyecto.  

 

 
6 Sobre este aspecto la Doctrina ha estipulado: “La regla general es rechazar los cambios de los elementos 

esenciales del contrato, que son aquellos factores estructurales cuyo incumplimiento justifica la resolución del 
negocio jurídico. Se puede admitir la alteración de prestaciones accesorias o accidentales del contrato, 
manteniéndole el mismo vínculo jurídico, pero siempre que se continúe con la ejecución de unas mismas 
prestaciones básicas o esenciales, que son una extensión lógica de las originariamente pactadas. 

Ahora bien, no cabe modificar el negocio jurídico para introducir unas prestaciones que serían propias de un 
nuevo y distinto contrato. En estas singulares circunstancias, más que una evolución de las originarias 
prestaciones conforme a un desarrollo natural que anticipadamente ya estuviera previsto en el propio pliego, 
estaríamos ante una auténtica metamorfosis de la concesión de servicio público, al producirse un cambio 
radical del objeto del contrato. Por vía de la modificación de las prestaciones, no se puede transformar o 
desnaturalizar de forma sobrevenida el objeto del contrato (…)”. David BLANQUER CIRADO. La Concesión 
de Servicio Público, Editorial Tirant Lo Blanch. Valencia, 2012. Pág. 1040. 

7 “Sin embargo, como se señaló en apartes previos y se deriva de la naturaleza vinculante del contrato y del 

principio de planeación, la modificación debe ser excepcional y debe (a) justificarse en razones autorizadas 
por la ley y debidamente probadas y fundamentadas, y (b) no corresponder a objetos nuevos; lo contrario 
crearía incentivos para que las partes se aprovechen de la alta especificidad de las inversiones que la 
infraestructura demanda y de que la relación contractual ya se encuentra formada, para comportarse de 
manera oportunista, es decir, mediante conductas dirigidas a ignorar los principios de la contratación estatal –
como la libre concurrencia y la selección objetiva- y, por esta vía, de la función administrativa 
constitucionalmente consagrados” Corte Constitucional. Sentencia C-300/12. M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub. Bogotá D.C., 25 de abril del 2012. 

8 Código Civil “ARTÍCULO 1501 COSAS ESENCIALES, ACCIDENTALES y de la NATURALEZA de LOS 
CONTRATOS 
Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las puramente 
accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o 
degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las que no siendo esenciales en él, 
se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas 
que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas especiales”.  
9 Colombia Compra Eficiente: Respuesta a consulta #4201813000008707 del 03 de diciembre de 2018.  
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1. Se deben respetar los límites establecidos jurisprudencialmente que, 
fundamentalmente son: 
 

A. LÍMITE FACTICO 
 

El primer límite reside en la veracidad de la motivación que lleva a las partes a modificar el contrato. 
Es decir que no basta con que se fundamente o motive la modificación contractual, sino que 
susodicha argumentación de sustento sea REAL y CIERTA, esto es, que tenga hacedero en el 
mundo de lo fáctico10. 
 
A lo largo de este documento, la Interventoría verificó que las justificaciones presentadas por el 
Contratista fueran ciertas desde las diferentes perspectivas (jurídica, financiera, técnica, etc). De ello 
da cuenta los capítulos precedentes.  
 

B. LÍMITE TELEOLÓGICO 
 

El otro gran límite a la autonomía de la voluntad tiene que ver con un criterio teleológico o finalístico, 
como quiera que la modificación deba obedecer a una causa que salvaguarde los fines del Estado 
recogidos en el objeto general del contrato11.  

 
10 Es así como, en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado se estableció que: 

“La ley permite una cierta discrecionalidad en la toma de las decisiones de modificar los contratos, pues es 
muy difícil regular detalladamente el tema, en especial ante la infinidad de situaciones que pueden presentarse 
durante la ejecución. Por esto utiliza locuciones relativamente amplias, a las que debe someterse la 
administración. A manera de ejemplo, se citan las siguientes tomadas del Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública: mantener las condiciones técnicas, económicas y financieras,(artículo 4.8), no 
sobrevenga mayor onerosidad, (artículo 4.9), acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para 
precaver o solucionar … diferencias, (ibídem), evitar la paralización y la afectación grave de los servicios 
públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y adecuada prestación, (artículo 14); etc. Nótese que, 
sin embargo, en ellas van inmersas las ideas de una causa cierta y unos fines públicos que hay que 
salvaguardar. 

Puede adicionarse una razón a las expuestas para justificar que la simple voluntad de las partes no es causa 
de modificación de los contratos estatales, la cual consiste en el respeto por el principio de igualdad de los 
oferentes. Si se acepta que los contratos pueden modificarse por el simple común acuerdo, fácilmente se 
podría licitar determinado objeto con el fin de adjudicárselo a cierta persona, a sabiendas de que se cambiarán 
las obligaciones, una vez celebrado. 

De lo expuesto, y a manera de solución al interrogante planteado, surgen estas dos ideas que han servido de 
hilo conductor al análisis que aquí se hace: el mutuo acuerdo es una forma de modificación del contrato 
estatal, la más usada en la práctica y preferida por la legislación vigente; advirtiendo, y esta es la 
segunda idea, que toda modificación debe tener una causa real y cierta, contemplada en la ley, 
diferente de la mera voluntad de los contratantes (Negrilla fuera del texto original) Consejo de Estado, 
Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 13 de agosto de 2009, rad. 1.952, C.P. Enrique José Arboleda 
Perdomo. 

11 Es por lo anterior que la Corte Constitucional, en sentencia C-932 de 2007 señaló que:   “Por regla general, 

los contratos estatales pueden ser modificados cuando sea necesario para lograr su finalidad y en 
aras de la realización de los fines del Estado, a los cuales sirve el contrato. Así lo prevén por ejemplo los 
artículos 14 y 16 de la ley 80, los cuales facultan a la entidades contratantes a modificar los contratos de 
común acuerdo o de forma unilateral, para “(…) evitar la paralización o la afectación grave de los servicios 
públicos a su cargo y asegurar la “inmediata, continua y adecuada prestación”, entre otros. En el mismo 
sentido, en la sentencia C-949 de 2001, la Corte Constitucional señaló que las prórrogas de los contratos –
como especie de modificación- pueden ser un instrumento útil para lograr los fines propios de la contratación 
estatal. (…) 
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En el caso concreto, la solicitud del Contratista, por una parte, respeta el principio de autonomía de 
voluntad de las partes, así como el principio de relatividad del Contrato, y por otra parte, respeta los 
principios de la contratación estatal y los fines de la administración.  
 
En síntesis, lo importante es cumplir con el Objeto General del Contrato (en sentido material), claro 
está, dentro del imperio de la ley, con lo cual las modificaciones a las que lleguen las partes en 
ese sentido serían válidas y no viciadas de ilegalidad si del contenido contractual se 
desprende sin mayores dificultades que las modificaciones son necesarias para asegurar la 
inmediata, continua y adecuada prestación del servicio representado en el objeto general del 
contrato y que por cualquier razón quedaron excluidas de éste pero cuya ejecución resulta 
imperiosa para salvaguardar el interés público, siempre y cuando no se modifique la esencia del 
objeto contratado. 
 
 
6 CONCLUSIONES  

 
Habida consideración a los argumentos expuestos a lo largo de este documento, el Interventor se 
permite presentar las siguientes conclusiones frente a la solicitud del Contratista: 
 

i. La Interventoría encuentra que la solicitud de modificación presentada por el Contratista no 
contraviene las disposiciones legales y contractuales que regulan la materia.  
 

ii. Considera esta Interventoría que corresponde a las Partes acordar aquellos mecanismos 
encaminados a satisfacer una necesidad previamente identificada en el objeto contractual 
determinado por la Entidad Contratante, incluso aquella relacionada con la remuneración de 
los trámites sobrevinientes necesarios para la ejecución de las obras. 
 

iii. Esta Interventoría no se opone a la suscripción de la modificación contractual propuesta por 
el Contratista, siempre que previo a ello se cuente con el respectivo estudio de oportunidad 
y conveniencia suficientemente serio y completo, que garantice el principio de planeación, 
máxime si la Entidad (mediante oficio STEST 202434601247251 del 26.sep.2024), con el 
ánimo de reducir la afectación al Plan Detallado de Trabajo y permitir el ajuste de las 
obras a la normal operación del sistema TM y de los vehículos mixtos, tomó la decisión 
de regularizar el paso férreo, entendida esta decisión como tomar todas las acciones 
necesarias para que convivan y coexistan simultáneamente ambos modos de transporte, i.e. 
el férreo y el vial de transporte masivo, de tal manera que se eviten atrasos en la ejecución 
de las obras a cargo del Contratista, dentro de las cuales se encuentra el traslado de las 
redes húmedas y secas. En este caso, a juicio de la Interventoría, la decisión tomada por el 
IDU, corresponde a un hecho sobreviniente, que no fue previsto en el Contrato y que 
desborda todo principio de planeación considerado que el Proyecto Regiotram excedió 
ampliamente los plazos contemplados para la salida de servicio del tramo aferente al cruce 

 
En el caso colombiano, la modificación puede ser fruto de un acuerdo de voluntades o de una decisión 
unilateral de la entidad contratante en ejercicio de su función de dirección del contrato. (…) 

Ahora bien, como se indicó en ese concepto, el que la mutabilidad de los contratos estatales sea posible no 
significa que pueda llevarse a cabo por la mera voluntad de las partes o de la entidad contratante; por 
el contrario, la modificación del contrato debe ser excepcional en virtud de los principios de 
planeación y seguridad jurídica. Por ello la Corte concuerda con la Sala de Consulta y Servicio Civil en que 
la modificación debe obedecer a una causa real y cierta autorizada en la ley, sustentada y probada, y 
acorde con los fines estatales a los que sirve la contratación estatal.” Corte Constitucional. MP: JORGE 
IGNACIO PRETELT CHALJUB. Sentencia C-406 de 2012. Bogotá D.C., veinticinco (25) de abril de dos mil 
doce (2012) (Negrilla fuera del texto original) 
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con la Av68, situación que se sale de toda condición previsible que hubiese podido anticipar 
la Entidad y que afecta la normal ejecución de del Contrato. 
 

iv. El tramite ante la ANI para la obtención del permiso de intervención temporal del corredor 
férreo para proceder con el traslado de las redes secas y húmedas, requiere la constitución 
y presentación de pólizas las cuales serán obtenidas por el Contratista y su valor no se 
encuentra previsto en el valor del Contrato. Por lo tanto, es procedente incluir en el Contrato 
la regulación de como remunerar dicho valor junto con su respectiva fuente de financiación. 
 

v. Con todo, se recomienda al Instituto de Desarrollo Urbano (IDU) analice con detenimiento la 
pertinencia de imputar un rubro adicional al Fondo de Compensaciones, pues si bien la 
modificación propuesta por el contratista es legal, debe considerarse la conveniencia de 
cubrir el valor de las pólizas bajo estudio, al que a todas luces tiene derecho el contratista, 
con cargo al mentado fondo. 

Conforme a lo analizado a lo largo de este comunicado en relación con las causales objetivas que 
originan la solicitud del Contratista para la modificación propuesta y considerando los aspectos que 
en este tema regula el Contrato, esta Interventoría se permite recomendar al IDU su análisis 
mediante el Estudio de Oportunidad y Conveniencia y si lo encuentra procedente aceptar la 
modificación propuesta por el Contratista, bajo las consideraciones expuestas lo largo del presente 
escrito. 
 
Se anexan como soporte de la presente comunicación todas las cartas referenciadas a lo largo del 
presente documento. 
 
Cordialmente, 
 

CONSORCIO INTERTRONCAL 68 
 
 

FREDDY MONTEJO OCHOA 
Director de Interventoría 

 
Anexo:  https://drive.google.com/file/d/1Pg-PvGnlWXG8iBTnUpJAJxciq2iTuicF/view?usp=sharing 
Copia:  Ing. Lady Rozo López - Apoyo a la Supervisión STEST - IDU (Con anexos)  
            Ing. Ferney Leandro Vega Barreto – Director Obra – Contratista (Con anexos)   
  
Elaboró:  EBG/FMO 
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